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Pereira, ocho de febrero de dos mil dieciséis 

Acta N° 0           de 8 de febrero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la Acción de Tutela presentada por el señor Hernán Peláez López contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría y Carlos José Chavarriaga Agudelo.
ANTECEDENTES

Indica el señor Peláez López, a través de procurador judicial, que el señor Carlos José Chavarriaga Agudelo inició acción laboral en su contra, con el fin de obtener el pago de prestaciones sociales y demás acreencias derivadas de un contrato de trabajo surgido entre ambos, demanda cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, despacho que luego de admitirla y tramitar las diferentes etapas previstas para este tipo de juicio, profirió decisión de fondo el día 3 de diciembre de 2015, siendo ésta parcialmente favorable a los intereses del trabajador. 

Reprocha el accionante que el fundamento probatorio de la condena impuesta, descansó en las declaraciones de los señores i) Alexis Chavarriaga, hijo del demandante y cuyo testimonio, a pesar de haber sido tachado oportunamente, fue valorado sin condicionamiento alguno y ii) Mario Ortiz, secuestre del predio en donde fueron prestados los servicios, quien manifestó haber sido la persona que contrató al señor Carlos José Chavarriaga Agudelo.

Refiere que la decisión fue contradictoria pues en ella fue citada jurisprudencia local relacionada con la necesidad de demostrar los extremos del contrato en orden a concretar las prestaciones y acreencias a reconocer y, sin embargo, fue condenado, sin elementos probatorios sólidos, pues de los dos testimonios, uno fue tachado de sospechoso y el otro no ofreció certeza en relación con los hitos temporales de la supuesta relación, la dependencia o subordinación del trabajador y el salario recibido como remuneración.

Indica que acude a la acción de tutela, en virtud a que el proceso laboral en el que se profirió la decisión cuestionada es de única instancia y, además porque considera configurada una vía de hecho que atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso y el acceso efectivo a la administración de justicia, en defensa de los cuales solicita protección con el propósito que se deje sin efecto la sentencia proferida el 3 de diciembre de 2015 y se ordene al Juzgado accionado, proferir una decisión acorde con los lineamientos jurisprudencial expuestos en la demanda de tutela.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación de los accionados, concediéndoles el término de dos (2) días para vincularse a la litis.
El señor Chavarriaga Agudelo dio respuesta a la acción indicando que la consignación parcial de la condena que efectúo el señor Peláez López, implica una aceptación de la sentencia proferida en su contra, hecho que torna improcedente la presente acción.

Por otro lado sostiene que la valoración probatoria realizada por el Juzgado Promiscuo el Circuito de Belén de Umbría se encuentra ajustada a derecho y afirmar lo contrario raya en la temeridad, pues en momento alguno, con tal decisión, se perciben vulnerados los derechos fundamentales del accionante, máxime cuando lo que se evidencia en el proceso es su deficientes actividad probatoria.
El Despacho judicial accionado a su turno, indicó haber garantizado a los sujetos procesales involucrados los derechos fundamentales que se alegan afectados. Considera haber realizado un análisis adecuado de los medios de prueba puestos a su alcance.   
Sostiene que la acción de tutela no es el mecanismo llamado a dirimir el conflicto que aquí se plantea, pues no puede ser utilizada para revisar una decisión que no admite recurso alguno y que precisamente por ello hace necesario actuar con diligencia y esmero en la actividad probatoria.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrió el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría en una vía de hecho al tomar decisión de fondo dentro del proceso de única instancia adelantado por el señor Carlos José Chavarriaga Agudelo contra el señor Hernán Peláez?
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas  "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

Recientemente, la Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.
                                                       
3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
3. CASO CONCRETO.

La parte actora fundamentó su reclamo en el hecho de que la juez accionada, sin los elementos probatorios suficientes, fulminó condena en su contra dentro del proceso ordinario laboral de única instancia donde fungió como demandado. Insiste en que tal decisión fue soportada con las declaraciones de un testigo tachado de sospechoso por cuenta de su parentesco con el promotor de la acción ordinaria y de  otro deponente que, en calidad de secuestre del predio en que se afirmó fueron prestados los servicios por parte del señor Chavarriaga Agudelo, indicó haberlo contratado para tales efectos.

Reprocha también que no fue coincidente la jurisprudencia traída a colación en orden a verificar los extremos de la litis, con la decisión que sobre ese tópico tomó la falladora de instancia, al paso que cuestiona que tal determinación dependiera de los dos únicos declarantes dentro del proceso, frente a los cuales formuló los reparos ya conocidos.
En el caso bajo estudio, la viabilidad del trámite de tutela se percibe configurada con i) la estimación que hace el actor de la afectación de sus derechos fundamentales, cuyos supuestos fácticos constitutivos de su violación fueron plenamente identificados por éste, ii) que ningún recurso podía interponerse contra la decisión por medio de la cual el fallador de única instancia condenó al pago de unas acreencias laborales, iii) que la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela y, finalmente, que ésta fue dictada el 3 de diciembre de 2015, con lo que se estima configurado el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 25 de enero del año en curso, es decir en un término oportuno y razonable.

Ahora bien, como se indicó con precedencia, en estos casos,  al juez de tutela solo le es dable verificar si en la actuación judicial que se reprocha se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales que le asisten a las partes en conflicto, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni de la decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional y es en cumplimiento de tal labor, que luego de analizada la actuación cuestionada, esta Sala concluye que no se percibe irregularidad en el proceder de la juzgadora, amén de que en el trámite procesal y en el análisis jurídico y probatorio, no se percibe su incursión en actuación arbitraria o en proceder que constituya vía de hecho por declarar la existencia del contrato de trabajo entre las partes  y condenar al pago de unas acreencias laborales.
Es que, téngase en cuenta que no es tema que se discuta que de siempre se ha adoctrinado que si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T. 
Entonces en ese contexto, ningún reparo merece la decisión cuestionada, toda vez que los testigos traídos al plenario por parte del actor, informaron al juzgado de la labor desarrollada por el éste en la finca “La Zulita”, consistente en el cuidado y protección de 12 cuadras de plátano.

Ahora, el que el testigo Alexis Chavarriaga haya sido tachado de sospechoso por la parte demandada en el proceso ordinario, no significa que su declaración deba ser desestimada, por el contrario, cuando tal calificativo recae sobre un testimonio, lo que corresponde es su valoración con mayor rigurosidad  y cuidado en orden a verificar si realmente existe la intención de favorecer o ayudar a la parte que lo citó o para acreditar la real ocurrencia de los hechos.  
En este asunto, si bien la juez nada dijo en relación con la tacha formulada, el hecho de que haya valorado esa declaración, implica que no advirtió en el señor Chavarriaga la idea de beneficiar a su progenitor, de quien fue compañero de labores por un interregno corto, razón por la cual tenía conocimiento directo de los hechos, siendo incluso ésta la razón que esgrimió para justificar la precisión y exactitud con que citó los extremos de la litis - entre otras fechas-, cuestionadas por el vocero del demandado en el proceso laboral.
En cuanto a la declaración del señor Mario Ortiz, se tiene que si bien éste manifestó que en su calidad de secuestre, contrató los servicios del señor Chavarriaga Agudelo para administrar los cultivos de plátano ya referido, su actuación como auxiliar de la justicia culminó 15 días después, entregando el fundo y el producto de la cosecha del cultivo a su propietario, esto es al señor Peláez López, a quien además le informó de la contratación del accionado, continuando éste último al servicio de aquél y bajos sus órdenes.  
Ahora, vale la pena resaltar que en contraposición con tales declaraciones, la parte demandada en el proceso ordinario, ninguna prueba trajo al plenario, pues se limitó a negar categóricamente la relación laboral pretendida por el trabajador, restringiendo su actividad probatoria a una intervención relacionada con la pregunta formulada al señor Alexis Chavarriaga en relación con el porqué de la exactitud de las fechas relacionadas en su declaración. Incluso, a la audiencia en la que se recibió la declaración del señor Mario Ortiz, no compareció.

De lo dicho, cabe anotar, que la decisión del Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría respecto a la decisión adoptada en el proceso ordinario laboral de única instancia promovido por el señor Carlos José Chavarriaga Agudelo en contra de Hernán Peláez López en criterio de la Sala, no fue violatoria del debido proceso o el derecho de defensa, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni en su texto se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico. En síntesis, la decisión no puede calificarse como arbitraria, abusiva o caprichosa; por el contrario, evidencia el respeto por los derechos procesales que le asisten a las partes y la adecuada valoración de los medios probatorios que ellas pusieron a su alcance.
Finalmente, es preciso llamar la atención de la accionante en el sentido de que no es la tutela un mecanismo previsto para propiciar una segunda instancia cuando el litigante queda inconforme con la solución definitiva otorgada por la jurisdicción.
Deben ser cuidadosas las partes y sobre todo sus apoderados cuando proponen acciones de tutela contra las providencias judiciales, pues un ejercicio que carezca de fundamentos reales, puede dar lugar, no solo a desvirtuar las bondades de tal mecanismo de protección ciudadana, sino también a congestionar los despachos judiciales. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por HERNÁN PELÁEZ LÓPEZ.
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO

LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
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